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CLIC EN LETRAS O NÚMEROS EN CELESTE PARA ABRIR 

 

ALCANCE DIGITAL N° 237 

 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS EJECUTIVOS 

Nº 39974-H 

ACTUALIZACIÓN DE LA LISTA DE VALORES DE LOS VEHÍCULOS, AERONAVES Y 
EMBARCACIONES, ASÍ COMO LOS MONTOS DE VALOR Y TASA MÍNIMA 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS 

ALCANCE DIGITAL N° 238 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS EJECUTIVOS 

Nº 39981 –MOPT 
 
MONTOS A CANCELAR POR LOS PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES COMO 
APORTE AL CONSEJO DE SEGURIDAD VIAL EN EL PAGO DEL SEGURO OBLIGATORIO PARA 
VEHÍCULOS AUTOMOTORES, PERÍODO 2017 
 
 

 

 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/31/ALCA237A_31_10_2016.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/31/ALCA237A_31_10_2016.pdf


2 
 

 

 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 

DIRECTRIZ 

 

N° 057 MP-MTSS-MIDEPLAN-S-MSP-RREE-MDHIS-MCM 
 
SOBRE LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS EN TRÁNSITO Y EN CONDICIÓN IRREGULAR, 
PERSONAS OBJETO DEL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS, 
PERTENECIENTES A LOS FLUJOS MIGRATORIOS MIXTOS QUE SE ENCUENTRAN EN EL 
TERRITORIO NACIONAL 
 
PODER EJECUTIVO 
DECRETOS 
DIRECTRIZ 
 

LA GACETA 

 

Gaceta con Firma digital (ctrl+clic)  

 

PODER LEGISLATIVO 

NO SE PUBLICAN LEYES 

EDICTOS 

DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES DE LA REPÚBLICA 

La Defensoría de los Habitantes de la República comunica en cumplimiento de lo establecido 
en el artículo 10 inciso 10 de la Ley General de Migración y Extranjería y el Decreto Ejecutivo 
N° 38094-G, denominado “Reglamento para nombramientos de representantes de la 
sociedad civil en el Consejo Nacional de Migración”, la Defensoría de los Habitantes informa 
a todas las organizaciones de la sociedad civil vinculadas al tema migratorio y de refugio, sobre 
la apertura del período para presentar postulaciones para el nombramiento de las dos 
organizaciones que se integrarán al Consejo Nacional de Migración, así como para participar 
en el proceso de elección de esos representantes. Según lo señalado por el Reglamento en 
cuestión, los requisitos para participar como postulante o votante, son los siguientes: 

1) Solicitud de participación suscrita por la persona apoderada o representante legal de la 
organización, indicando datos generales de la organización (domicilio exacto y domicilio 
legal registrado; número de teléfono; facsímil; apartado postal; correo electrónico; y 
medio oficial para recibir notificaciones). Se deberá indicar si la participación es como 
postulante, como votante o en ambas calidades. 

2) Currículo en el tema migratorio o de refugio, en relación con la protección de los 
Derechos Humanos de esta población, detallando los programas, proyectos u obras que 
se han desarrollado. 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/31/ALCA238_31_10_2016.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/31/ALCA238_31_10_2016.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/31/ALCA238_31_10_2016.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2016/10/31/COMP_31_10_2016.pdf
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3) Personería jurídica vigente o constancia de la existencia jurídica de la organización así 
como certificación de la escritura constitutiva y sus reformas, emitida por el Registro 
Nacional o por un(a) notario(a) público(a), indicando la fecha de vencimiento del 
nombramiento de la persona representante legal. El documento que acredita la 
personería jurídica o la vigencia del nombramiento del representante, deberá haberse 
emitido máximo un mes antes de su presentación. Para efectos de garantizar la 
continuidad de la representación ante el Consejo Nacional de Migración, la personería 
jurídica o certificación deberá acreditar una vigencia de al menos dos años 
correspondientes al plazo del eventual nombramiento. 

Adicionalmente, la organización interesada en postularse como candidata a representante de 
la sociedad civil, deberá aportar lo siguiente: 

1) Justificación de la postulación, con indicación clara y precisa sobre el interés en formar 
parte del Consejo Nacional de Migración, planes de acción, objetivos y metas a alcanzar. 
Podrá adjuntar toda la información que considere necesaria para respaldar su 
postulación. 

2) Datos de las personas que se proponen como representante y suplente (nombre 
completo, estado civil, número de cédula, profesión y oficio, domicilio exacto, datos de 
contacto) y su Currículum Vitae. Las personas candidatas a representantes deberán 
demostrar su vocación, experiencia, trayectoria y compromiso con la protección de los 
Derechos Humanos de las personas migrantes y refugiadas, así como su acreditación 
como miembros de la organización. 

3) Declaración jurada ante notario Público, de las personas postuladas por la organización 
participante, de que no ocupan cargos remunerados en la función pública, excepto que 
se trate de labores académicas en instituciones públicas de educación, en cuyo caso, se 
deberá incluir la institución en la que labora y las funciones que desempeña. 

Las solicitudes de postulación y participación deberán ser presentadas ante la Defensoría de los 
Habitantes, en el plazo de diez días hábiles contados a partir del día hábil siguiente a esta 
publicación. 

o EDICTOS  

DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES DE LA REPÚBLICA 

PODER EJECUTIVO 

NO SE PUBLICAN DECRETOS EJECUTIVOS 

o ACUERDOS  

 MINISTERIO DE HACIENDA  

 MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO  

 MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA  

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#edictos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#defensora-de-los-habitantes-de-larepblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#acuerdos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-hacienda
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-economa-industria-ycomercio
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-educacin-pblica
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 MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ  

MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 

DOCUMENTOS VARIOS 

o DOCUMENTOS VARIOS  

 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA  

 EDUCACIÓN PÚBLICA  

 TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL  

 JUSTICIA Y PAZ  

AMBIENTE Y ENERGÍA 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

o ACUERDOS  

o EDICTOS  

AVISOS 

REGLAMENTOS 

MUNICIPALIDAD DE CORREDORES 

REGLAMENTO DE DONACIONES Y AYUDAS SOCIALES 

o REGLAMENTOS  

MUNICIPALIDADES 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

o INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA  

 UNIVERSIDAD NACIONAL  

 INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA  

 INSTITUTO NACIONAL DE FOMENTO COOPERATIVO  

PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

RÉGIMEN MUNICIPAL 

o MUNICIPALIDAD DE MORAVIA  

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-justicia-y-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-comercio-exterior
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#presidencia-de-la-repblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#educacin-pblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#trabajo-y-seguridad-social
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#justicia-y-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ambiente-y-energa
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#acuerdos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#edictos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidades
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#universidad-de-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#universidad-nacional
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#instituto-tecnolgico-de-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#instituto-nacional-de-fomento-cooperativo
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#patronato-nacional-de-la-infancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidadde-moravia
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o MUNICIPALIDAD DE HEREDIA  

o MUNICIPALIDAD DE FLORES  

MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

AVISOS 

o CONVOCATORIAS  

AVISOS 

BOLETÍN JUDICIAL 

SECRETARÍA GENERAL 

CIRCULAR Nº 164-2016 

ASUNTO: Funcionarios que deben presentarse a las diferentes sedes del INS, para 
actualizar los datos consignados en los formularios de póliza de fidelidad. 

CIRCULAR Nº 171-2016 

ASUNTO: Reiteración de la circular N° 178-12 “Sistema de Obligados Alimentarios de 
Pensiones (SOAP)”. 

SALA CONSTITUCIONAL 

TERCERA PUBLICACIÓN 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad. 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 16-013661-0007-CO que promueve Sindicato 
Nacional de Enfermería. -SINAE-, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las quince horas y diecinueve 
minutos de once de octubre de dos mil dieciséis. Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por H. Lenin Hernández Navas, cédula de identidad N° 1-967-
277, auxiliar de enfermería, en su condición de Secretario General del Sindicato Nacional de 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidad-de-heredia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidad-de-flores
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#municipalidad-de-beln
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#convocatorias
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
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Enfermería (SINAE), para que se declaren inconstitucionales los artículos 2º, 7º, 9º, incisos 3) 
y 6), 10, 16 y 30 del Reglamento del Estatuto de Servicios de Enfermería, Decreto Ejecutivo 
No. 18190-S, por estimarlos contrarios a los derechos protegidos en los artículos 33 y 191 de 
la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la 
República y a la Caja Costarricense de Seguro Social. Indica que el 20 de octubre de 1987 el 
Estado costarricense emitió la Ley No. 7085, Estatuto de Servicios de Enfermería y, con 
posterioridad, emitió el Decreto Ejecutivo N° 18190-S de 22 de junio de 1988, que regula el 
ejercicio de la profesión, tanto en el sector público y privado. El 31 de agosto de 2016 se 
promovió un proceso de conocimiento ante el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de 
Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José,  Anexo A, Goicoechea, en que se invocó la 
inconstitucionalidad de los preceptos cuestionados, como medio razonable de amparar el 
derecho o interés que se estima vulnerado. Este reglamento, en su artículo 2º, define el 
concurso interno por traslado, señalándose que regirá para todos aquellos profesionales en 
enfermería que quieran participar mediante concurso para optar por una plaza vacante, de 
igual o inferior categoría a la que ostentan en la actualidad, así como la definición de un 
concurso interno por oposición y atestados, que se refiere a la convocatoria para que 
participen todos aquellos profesionales en enfermería que quieran optar por un puesto en 
ascenso, obteniéndose una plaza en propiedad, en caso de no fructificar el concurso por 
traslado. El 22 de agosto de 2016 la Caja Costarricense de Seguro Social convocó al Concurso 
Nacional de Profesionales en Enfermería, interno por traslado N° 001-2016, para 
profesionales en enfermería de la categoría 4 a 7, iniciándose primero con la modalidad de 
interno por traslado y, en caso de no existir candidatos que reúnan los requisitos exigidos, se 
continúa con el concurso interno por oposición y atestados y, por último, el concurso externo. 
El artículo 7º del reglamento cuestionado, que establece el orden de los concursos, 
poniéndose en primer lugar el concurso interno por traslado, vulnera el principio de igualdad, 
de idoneidad, y de libre participación, habida cuenta que los únicos que pueden participar y 
optar por una plaza en propiedad mediante concurso son todos aquellos quienes disponen de 
un nombramiento vigente al momento de efectuarse el concurso. El artículo 9º, inciso 3) de 
la normativa impugnada vulnera el principio de igualdad, al otorgar un puntaje mayor a los 
profesionales de enfermería que han sido nombrados interinamente en lugares situados fuera 
de la meseta central, en detrimento de los otros, sin que existan estudios científicos o legales 
que demuestren que los primeros son más idóneos. El artículo 9º, inciso 6) ídem también 
lesiona el Derecho de la Constitución, en cuanto otorga un puntaje de hasta 10 puntos a 
quienes han sido o son parte de la Junta Directiva del Colegio de Enfermeras de Costa Rica. El 
artículo 10 ibídem lesiona el principio de libre concurrencia, en cuanto restringe la 
participación del oferente, solamente, para tres plazas de la misma categoría para enfermero 
4, 5, 6 y 7. De igual modo, dicha normativa coloca, de manera arbitraria, en desventaja a 
quienes hayan laborado, de manera interina, en lapsos inferiores a los 6 meses. Afirma que el 
artículo 30 ibídem vulnera los principios de igualdad y de legalidad constitucional, al disponer 
que un sindicato de naturaleza privada, como lo es la Asociación Nacional de Profesionales en 
Enfermería, ANPE, posea injerencia en una comisión técnica que analiza, valora y otorga 
puntajes a los profesionales en enfermería que participen en un concurso de plazas en el 
empleo público. Estas normas constituyen un exceso de la potestad reglamentaria que 
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cercena el Derecho de la Constitución. Estas disposiciones son contrarias a la Jurisprudencia 
que ha desarrollado la Sala Constitucional en esta materia. Pide que se declare con lugar la 
acción y la inconstitucionalidad de los preceptos cuestionados. Esta acción se admite por 
reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 
a 79. La legitimación accionante proviene del artículo 75, párrafo 1º, de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, en cuanto tiene como asunto previo el proceso contencioso 
administrativo que se tramita bajo el expediente N° 16-8388. Publíquese por tres veces 
consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los 
procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo 
afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado 
y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o 
bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. 
Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la 
resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician 
con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, 
claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso 
la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera 
publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos 
pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo 
impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o 
improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación 
con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los artículos 
81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada 
la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la 
vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones 
señaladas. Notifíquese. Fernando Cruz Castro, Presidente a. í.  

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad N° 16-014064-0007-CO que promueve Otto Claudio 
Guevara Guth y otros, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las dieciséis horas y treinta y ocho minutos de 
doce de octubre de dos mil dieciséis./Se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Otto Guevara Guth, cédula de identidad N° 0105440893, José Alberto Alfaro 
Jiménez, cédula de identidad N° 0106730801 y Natalia Díaz Quintana, cédula de identidad N° 
0112260846, para que se declare inconstitucional el artículo 101 del Reglamento Autónomo 
de Trabajo del Instituto Costarricense de Turismo (Reglamento N° 4846 del 11 de agosto de 
1998), por estimarlo contrario a los artículos 33, 57, 68 y 176 de la Constitución Política y a los 
principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad. Se confiere audiencia por 
quince días a la Procuraduría General de la República y al Gerente General del Instituto 
Costarricense de Turismo. La norma se impugna en cuanto establece un incentivo de 



8 
 

 

 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 

“beneficios por estudios”, que impone reconocer un aumento porcentual al salario base del 
servidor según cuente con ciertos títulos o estudios profesionales. Acusan que esto entraña 
una doble remuneración a partir de un mismo presupuesto de hecho, por cuanto, ya existe 
un incentivo de carrera profesional que, al igual que el incentivo previsto en la norma 
cuestionada, reconoce una retribución -equivalente- para quienes hayan obtenido los grados 
de licenciatura, maestría o doctorado. Afirman que, en consecuencia, la institución reconoce 
un doble beneficio por la misma causa, sin contar con algún fundamento técnico o jurídico 
para esto, con lo que se compromete el equilibrio presupuestario de la institución. Agregan 
que en el inciso 6, del citado artículo 101, se establece que los beneficios reconocidos en tal 
numeral se otorgan cuando el funcionario realiza estudios que “no constituyen parte de los 
requisitos propios del puesto”, lo que implica que son estudios que no son necesarios para 
labor ordinaria del servidor y, por ende, el reconocimiento de tal beneficio infringe cualquier 
parámetro de razonabilidad. Añaden que en el caso del beneficio previsto en el inciso 1, del 
referido ordinal 101, no se exige que exista una compatibilidad o afinidad de los estudios con 
la naturaleza del puesto y, por ende, tales estudios no se relacionan, directamente, con el fin 
público asignado a la institución, por lo que no resulta razonable el otorgamiento de dicho 
beneficio. Acusan, finalmente, que los servidores de la institución ya reciben otras 
compensaciones salariales, tales como prohibición, dedicación exclusiva y carrera profesional, 
según sea el caso, originadas en estudios profesionales que requieren los cargos, por lo que 
la existencia de un beneficio económico adicional por asignación profesional no encuentra 
respaldo ni fundamento que justifique su existencia. Señalan que, en conclusión, la obligación 
de la institución de sufragar los montos correspondientes al citado beneficio genera una 
afectación injustificada y desproporcionada a los fondos de la institución y, por ende, a la 
Hacienda Pública. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante para 
interponer la acción proviene del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en tanto se trata de la defensa de intereses difusos como es el adecuado 
manejo de los fondos públicos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín 
Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que 
se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya 
hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes 
en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede 
hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo 
cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en 
vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar 
esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición 
interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los 
quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los 
que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber 
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además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 
y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. /Fernando Cruz Castro, 
Presidente a. í.-». 

PRIMERA PUBLICACIÓN 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 16-012284-0007-CO que promueve la Caja 
Costarricense del Seguro Social, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez horas y treinta y uno 
minutos de dieciocho de octubre de dos mil dieciséis. Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por María del Rocío Sáenz Madrigal, en su condición de 
Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que se declare 
inconstitucional el Decreto Ejecutivo Nº 36042-S, Oficialización de las “Normas de 
Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas Selectivos y de Salud”, del 10 de 
mayo de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 118 del 18 de junio de 2010, por 
estimarlo contrario a los artículos 11, 73, 177, 188 y 189 de la Constitución Política. Se confiere 
audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y al Ministro de Salud. La 
norma se impugna en cuanto impone, según alega la accionante, una serie de obligaciones a 
la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) que no corresponden a la institución, conforme 
al artículo 73 de la Constitución Política y al artículo 1 de su Ley Constitutiva, de una manera 
contraria a la autonomía institucional reconocida Constitucionalmente Alega La Accionante 
que la norma impugnada cambia la finalidad de los fondos y reservas de la seguridad social, 
lo cual genera una desviación de los mismos y con graves inconsistencias técnicas para su 
implementación. Manifiesta que la calificación de la invalidez es un proceso propio de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez, la cual se constituye en la única dependencia a nivel 
institucional que emite criterios técnicos médicos de invalidez y discapacidad, en los trámites 
de pensión por invalidez de los regímenes administrados por la institución. Indica que 
mediante la Dirección de Calificación de la Invalidez, se da cumplimiento a los fines propios 
de la seguridad social, que le fueron encomendados, siendo que de acuerdo a estos no resulta 
de su competencia dar atención de discapacidad bajo los parámetros y condiciones que 
establece el Decreto impugnado. Aprecia una violación a los artículos 73, 188 y 189 de la 
Constitución Política y al artículo 1 de su Ley Constitutiva al haberse promulgado la norma 
impugnada con intromisión de aspectos organizativos institucionales de la CCSS. Indica que, 
en virtud de la autonomía de gobierno y administración otorgada a la CCSS por la Constitución 
Política -artículo 73-, ningún órgano o ente externo puede intervenir en la esfera dejada por 
el constituyente a favor de la CCSS, lo que significa que solo esta puede regular lo relativo a la 
administración y el gobierno de los seguros sociales que le corresponden. Agrega que el 
Decreto impugnado -artículos 8, 9, 12, 13, 14, 15, 16, 18 y 19- impone a la CCSS una serie de 
tareas y funciones que rozan con su autonomía de gobierno y administración de los seguros 
sociales y le llevan a desviar fondos de la seguridad social. Insiste en que el Poder Ejecutivo 
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excedió sus competencias con la promulgación del Decreto impugnado, siendo que, aún y 
cuando la acreditación de discapacidad para el acceso a los beneficios sociales constituye una 
iniciativa propia de la competencias estatales, lo cierto es que en la forma dispuesta por el 
decreto impugnado se invade las competencias de gobierno y administración de los seguros 
sociales, violentando el principio de autonomía de la CCSS. Precisa que a la CCSS no le 
corresponde acreditar si una persona con algún grado de discapacidad debe ser beneficiaria 
de un bono de la vivienda, puesto laboral o incluso un lugar o espacio en un estacionamiento. 
Manifiesta que hay una violación al artículo 73 de la Constitución Política, al establecer el 
Decreto impugnado el uso de fondos públicos institucionales en materia que no es de 
competencia de la CCSS, además de endilgarse una serie de funciones y servicios que deberá 
ofrecer sin financiamiento e, incluso, a personas que no cuentan con aseguramiento ante la 
seguridad, con cargo al seguro de salud. Estima que el contenido del Decreto impugnado 
permite que sujetos privados no asegurados obtengan valuación, control y registro en materia 
de discapacidad, lo cual pueden utilizar para fines privados (empleo en sector privado) o 
solicitudes sociales públicas o privadas (becas-bonos y otros beneficios), con cargo al seguro 
de salud, lo que es contrario al artículo 73 constitucional. El perjuicio para la CCSS, continúa, 
ha sido determinado a través de criterio profesional especializado en las ciencias actuariales 
(DAE-0536-2014 de la Dirección Actuarial y Económica), tomando en consideración el texto 
íntegro del Decreto impugnado –especialmente los artículos ya mencionados- que impone a 
la CCSS la responsabilidad de implementar el proceso de evaluación, sin definir las rentas para 
ello, lo que en la especie obliga a destinar recursos de la seguridad social a fines distintos de 
los que fundamentaron la creación de la CCSS, por una suma aproximada a los 642 millones 
de colones anuales. Solicita se declare con lugar en todos sus extremos la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta contra el Decreto Ejecutivo Nº 36042-S. Esta acción se 
admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus 
artículos 73 a 79. La legitimación de la accionante para interponer la acción proviene del 
artículo 75, párrafo primero, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto tiene como 
asunto previo el proceso contencioso administrativo que se tramita bajo el expediente N° 15-
006914-1027-CA. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre 
la interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los 
cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede 
hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo 
cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en 
vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar 
esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición 
interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los 
quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los 
que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
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motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 
y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. /Fernando Cruz Castro, 
Presidente a. í. 
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